
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE DESARROLLO 

SOCIAL, A CARGO DEL DIPUTADO MOISÉS GUERRA MOTA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MOVIMIENTO CIUDADANO 

Moisés Guerra Mota, diputado del Grupo Parlamentario del Partido Movimiento Ciudadano en la 

LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 

71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 

77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la 

presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción I del artículo 9; adiciona la 

fracción X al artículo 10; adiciona el artículo 13 Bis; adiciona la fracción VI al artículo 14; adiciona 

el artículo 17 Bis; modifica la fracción IV del artículo 23; modifica el artículo 28; modifica el artículo 

33; adiciona el artículo 35 Bis; modifica el artículo 42 y modifica la fracción I del artículo 45 de la 
Ley General de Desarrollo Social, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

El combate a la pobreza en México, ha cumplido ya casi 30 años, arrojando resultados mediocres, 

pues a pesar de que existe un gran esfuerzo de política pública dedicada a disminuir la cantidad de 

personas que viven en la pobreza, la realidad es que esto no ha ocurrido y por el contrario, en distintas 

mediciones realizadas por el Inegi y sobre todo por el Coneval, se observa que el número de personas 

en condiciones de pobreza se ha incrementado. 

Tal es el caso de la medición del año 2015, cuando se reportaron 2 millones de personas más cayendo 

en dicha categorización, las que contrastan con los miles de millones de pesos que anualmente se 

destinan a la función social en distintas dependencias, pero cuyos esfuerzos son fundamentalmente 

conducidos por la Sedesol 

Las familias pobres, consideradas como beneficiarias en el artículo 5 de la Ley General de Desarrollo 

Social, no son considerados sujetos de derecho, sino simples beneficiarios receptores de las 
transferencias monetarias y otro tipo de apoyos que la administración pública federal 

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

I. Beneficiarios: Aquellas personas que forman parte de la población atendida por los programas 

de desarrollo social que cumplen los requisitos de la normatividad correspondiente; 

En consecuencia le marco normativo no permite que se creen las condiciones de política pública 

necesarias para que las personas puedan generar ingresos por si mismas o bien en concurrencia con 

la entidad que regula la política social, y trascender la ayuda asistencial del gobierno y lograr contar 

con bases sólidas que les permitan incorporarse de lleno y de manera permanente en la economía de 
mercado. 

Al mismo tiempo, la Ley General de Desarrollo Social, es laxa y ambigua en el combate efectivo a la 

pobreza, pues de un análisis de su regulación se desprende que no existen metas y/o indicadores de 
suyo riguroso cumplimiento para la reducción efectiva de la pobreza. 

En efecto, el análisis de la Ley demuestra que el Artículo 9 de la misma, solamente prevé que los 

gobiernos de los tres órdenes establezcan lo que se define como “metas cuantificables”, sin precisar 

qué es lo que se habrá de cuantificar, si el gasto aprobado, el gasto ejercido, los insumos 



instrumentados, la población atendida o bien la población que ha dejado de ser parte de la pobreza y 

la pobreza extrema en México. 

Artículo 9. Los municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el Poder Ejecutivo 

Federal, en sus respectivos ámbitos, formularán y aplicarán políticas compensatorias y 

asistenciales, así como oportunidades de desarrollo productivo e ingreso en beneficio de las 

personas, familias y grupos sociales en situación de vulnerabilidad, destinando los recursos 
presupuestales necesarios y estableciendo metas cuantificables . 

Esa ambigüedad ha traído graves implicaciones no para la política social, sino para el status y la forma 

de vida que experimentan diariamente millones de mexicanos a lo largo y ancho del país, pues no 

establece con precisión cuáles serán las metas a evaluar, entendiendo que la importancia toral de la 
política social radica precisamente en abatir la pobreza y la marginación. 

Transfiere a los municipios la responsabilidad de ser los principales ejecutores de los programas, 

recursos y acciones federales de desarrollo social y aunque de manera normativa esto pudiera 

aparentar ser lo más conveniente, pues el municipio es el primer punto de contacto de la población 

con sus autoridades, la realidad es que este nivel de gobierno también se ha caracterizado por estar 

envuelto en escándalos de corrupción y desvió de recursos públicos hacia fines distintos de los que 

fueron aprobados, entre ellos los fines electorales 

Artículo 17. Los municipios serán los principales ejecutores de los programas, recursos y acciones 

federales de desarrollo social, de acuerdo a las reglas de operación que para el efecto emita el 

Ejecutivo Federal, excepto en los casos expresamente asignados, legal o administrativamente, a 

una dependencia, entidad u organismo federal, estatal o del Distrito Federal. 

En su caso, lo que debe de existir son ordenamientos que establezcan claramente que el destino de 

los recursos públicos deberá so pena de ser reintegrados a la federación, destinarse específicamente 

para los fines para los que han sido aprobados. En este sentido, conviene señalar que el municipio 

deberá reintegrar a la federación al cierre del ejercicio fiscal vigente, los recursos que no hubieran 
sido empleados adecuadamente. 

Asimismo, es conocido que los padrones de beneficiarios han sido el instrumento por medio del cual 

se desvían recursos de la política social, al contar en los mismos con registros de personas ya 

fallecidas o que bien, por su condición socioeconómica no se justifica su integración a alguno de los 

padrones de beneficiarios. 

Aunado a lo anterior, es manifiesto que existe duplicidad de padrones de beneficiarios entre los que 

utiliza la Secretaría de Desarrollo Social, los gobiernos de los estados y hasta los municipios, 

incurriendo en ineficiencias del gasto e inclusive en actos de corrupción, desviándose de cualquier 

modo, recursos públicos que debieran destinarse al efectivo combate de la pobreza. Por ello, esta 

iniciativa también propone que existe una revisión seria de los padrones de los tres órdenes de 

gobierno y que la misma se realice un año antes del año fiscal en que habrán de ejercerse los recursos 

aprobados para llevar a cabo la política social. Esta revisión y depuración de padrones deberá hacerse 
de forma anual. 

La marginación, la exclusión social, la pobreza, la pobreza extrema o de cualquier otra forma en que 

se busque nombrarla se reflejan en una situación lacerante para más de 60 millones de mexicanos, 

quienes diariamente buscan formas de mejorar su calidad de vida. La política social en 30 años no ha 

logrado revertir las tasas de prevalencia de la pobreza en México, por el contrario, la política 



asistencialista solamente ha ayudado a recrudecerla y a profundizarla, además de que en muchos casos 

ha contribuido a la conservación de la trasmisión intergeneracional de la pobreza. 

Esta situación es inaceptable, más en un país como el nuestro cuya economía en el mundo es la 15 

más grande de acuerdo con mediciones internacionales del Banco Mundial, del Fondo Monetario 

Internacional y hasta de la OCDE. Es intolerable que un país rico, porque eso es México, tenga 

semejantes niveles de pobreza y que además su población los haya soportado por tanto tiempo. 

Además es intolerable que por decisiones vinculadas con la corrupción, la demagogia y hasta los fines 

electorales, el escenario hacia el futuro sea el de otros 30 años de política social que no acabe con la 

pobreza y que no integra efectivamente a la población menos favorecida a la economía de mercado 

de manera permanente. 

Lo que la presente iniciativa pretende establecer, son reglas claras en el esquema de combate a la 

pobreza y ordenamientos concretos que delimiten el actuar de las autoridades locales sobre la forma 
de ver y atender a la pobreza con recursos públicos. 

Por lo antes expuesto, propongo la discusión, y en su caso la aprobación del siguiente proyecto de 

Decreto 

Artículo Único. Se adiciona la fracción I al artículo 9; se adiciona la fracción X al artículo 10; se 

adiciona el artículo 13 Bis; se adiciona la fracción VI al artículo 14; se adiciona el artículo 17 Bis; se 

modifica la fracción IV del artículo 23; se modifica el artículo 28; se modifica el artículo 33; se 

adiciona el artículo 35 Bis; se modifica el artículo 42; se modifica la fracción I del artículo 45 para 

quedar como sigue: 

Artículo 9. Los municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el Poder Ejecutivo federal, 

en sus respectivos ámbitos, formularán y aplicarán políticas compensatorias y asistenciales, así como 

oportunidades de desarrollo productivo e ingreso en beneficio de las personas, familias y grupos 

sociales en situación de vulnerabilidad, destinando los recursos presupuestales necesarios y 
estableciendo metas cuantificables. 

I. Es responsabilidad de los municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el Poder 

Ejecutivo federal, establecer metas de reducción a la pobreza y la pobreza extrema iguales 

al 10 por ciento anual, respecto del año anterior 

Artículo 10. Los beneficiarios de los programas de desarrollo social tienen los siguientes derechos 

y obligaciones: 

... 

X. Ser integrados a una política social de Estado que reduzca efectivamente y en el corto 

plazo la pobreza 

13 Bis. La planeación del desarrollo social deberá considerar la reducción efectiva de la pobreza 

anualmente, en tasas iguales al 10 por ciento anual respecto del periodo anterior 

Artículo 14. La política nacional de desarrollo social debe incluir, cuando menos, las siguientes 

vertientes: 



... 

VI. Estrategias de Integración de los beneficiarios de los programas sociales a la economía 

de mercado 

Artículo 17 Bis. Los municipios estarán obligados a reintegrar a la federación el monto 

vinculado con el presupuesto de los programas, recursos y acciones federales del desarrollo 

social, al cierre del ejercicio fiscal vigente, que no hubieran sido implementados adecuadamente 

para los fines para los que fueron aprobados 

Artículo 23. La distribución del gasto social con el que se financiará el desarrollo social, se sujetará 
a los siguientes criterios: 

... 

IV. En el caso de los presupuestos federales descentralizados, las entidades federativas y 

municipios acordarán con la administración pública federal el destino y los criterios del gasto, a 

través de los convenios de coordinación y establecerán las estrategias necesarias para reducir 

anualmente en un mínimo de 10 por ciento la población en pobreza y pobreza extrema que 

habite en sus respectivos territorios. 

Artículo 28. La publicidad y la información relativa a los programas de desarrollo social deberán 

identificarse con el Escudo Nacional en los términos que establece la ley correspondiente e incluir la 

siguiente leyenda: “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el 
uso para fines electorales y todos aquellos distintos al desarrollo social”. 

Artículo 33. Los municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el gobierno 

federal deberán fomentar las actividades productivas para promover la generación de empleos e 
ingresos de personas, familias, grupos y organizaciones productivas. 

Artículo 35 Bis. Los municipios, y los gobiernos de las entidades federativas deberán contar con 

un padrón cotejado con la Secretaría de Desarrollo Social, de los beneficiarios de los programas 

y los mismos deberán de estar debidamente depurados al término del año previo en el que se 

habrán de ejercer los recursos aprobados para el gasto social 

Artículo 42. Los municipios deberán formular, aprobar y aplicar sus propios programas de 

desarrollo social, en concordancia con las entidades federativas y el gobierno federal, 

estableciendo metas de reducción mínima del 10 por ciento anual de la pobreza e informando 

en tiempo real sobre la asignación de recursos públicos destinados a esa función 

Artículo 45. Corresponde a los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, las siguientes 
atribuciones: 

I. Formular y ejecutar el programa municipal de desarrollo social, que reduzca la pobreza en un 

mínimo de 10 por ciento anual respecto del año anterior; 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviembre de 2016. 



Diputado Moisés Guerra Mota (rúbrica) 

 


